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Disposición transitoria única. Informe de alta.

El informe de alta se regirá por lo dispuesto en la
Orden del Ministerio de Sanidad, de 6 de septiembre
de 1984, mientras no se desarrolle legalmente lo dis-
puesto en el artículo 20 de esta Ley.

Disposición derogatoria única. Derogación general y de
preceptos concretos.

Quedan derogadas las disposiciones de igual o infe-
rior rango que se opongan a lo dispuesto en la presente
Ley y, concretamente, los apartados 5, 6, 8, 9 y 11
del artículo 10, el apartado 4 del artículo 11 y el artícu-
lo 61 de la Ley 14/1986, General de Sanidad.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor en el plazo de seis
meses a partir del día siguiente al de su publicación
en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 14 de noviembre de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

22189 LEY 42/2002, de 14 de noviembre, de crea-
ción del Colegio de Prácticos de Puerto.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La promulgación de la Ley 27/1992, de 24 de
noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mer-
cante, ha supuesto un cambio radical en lo referente
a la estructura del practicaje, configurándolo como un
servicio portuario cuya titularidad corresponde a las auto-
ridades portuarias, al tiempo que se residencian en la
Administración marítima competencias sobre su regu-
lación por razones de seguridad marítima.

Los prácticos de puerto constituyen en la actualidad
un conjunto de profesionales con suficientes señas de
identidad propias e intereses comunes cuyas legítimas
aspiraciones de agrupamiento corporativo merecen ser
atendidas por medio del correspondiente cauce legal.
En este sentido, la Federación de Prácticos de Puerto
de España ha solicitado la creación de un Colegio Oficial
Nacional de Prácticos de Puerto adscrito al Ministerio
de Fomento.

Por otra parte, no faltan razones de interés público
que justifiquen la creación del Colegio Oficial de Prác-
ticos de Puerto, ya que puede coadyuvar muy eficaz-
mente a la mejor prestación del servicio de practicaje
y servir como órgano cualificado para participar en los

procedimientos de elaboración de normas susceptibles
de afectar a dicho servicio con carácter general.

En consecuencia, parece pertinente la creación de
un Colegio Oficial de ámbito nacional que, sin perjuicio
de las competencias que en esta materia tienen cons-
titucionalmente reconocidas las Comunidades Autóno-
mas, atienda los fines anteriormente referidos y venga
a llenar un vacío largamente sentido en el ejercicio de
la profesión.

Artículo 1.

Se crea el Colegio Oficial Nacional de Prácticos de
Puerto, que tendrá personalidad jurídica y plena capa-
cidad para el cumplimiento de sus fines con sujeción
a la Ley.

Artículo 2.

1. El Colegio Oficial Nacional de Prácticos de Puerto
agrupará a todos los profesionales con nombramiento
de práctico expedido por las autoridades competentes.
Asimismo, integrará a aquellos prácticos que estén en
posesión del título de Práctico de Número de Puerto
y Práctico de Puerto de España y a todos los prácticos
de atraques otorgados en concesión.

2. Para ejercer legalmente la profesión, será requi-
sito indispensable estar incorporado al Colegio y cumplir
los requisitos legales y estatutarios exigidos por la Ley
de Colegios Profesionales y demás normativa que, como
prácticos profesionales, les fuere de aplicación.

Artículo 3.

El Colegio Oficial Nacional de Prácticos de Puerto
se relacionará con la Administración General del Estado
a través del Ministerio de Fomento y, en lo sucesivo,
con aquel que tenga atribuidas las competencias en la
materia.

Dicho Ministerio ostentará la capacidad de convocar
al Colegio Profesional para participar en los Consejos
u organismos consultivos de la Administración que con-
sidere oportunos.

Disposición transitoria primera.

El Ministro de Fomento, a propuesta de la Federación
de Prácticos de Puerto de España, aprobará los Estatutos
provisionales del Colegio, que regularán, conforme a la
Ley, los requisitos para la adquisición de la condición
de colegiado que permita participar en las elecciones
de los órganos de gobierno, el procedimiento y plazo
de convocatoria de las mencionadas elecciones, así
como la constitución de los órganos de gobierno.

Disposición transitoria segunda.

Constituidos los órganos de gobierno colegiales,
según lo establecido en la disposición precedente, aqué-
llos remitirán al Ministerio de Fomento, en el plazo de
seis meses, los Estatutos a que se refiere la legislación
vigente sobre Colegios Profesionales. El citado Ministerio
someterá a la aprobación del Gobierno los mencionados
Estatutos. La citada aprobación dejará sin efecto dichos
Estatutos provisionales.

Disposición final primera.

Se faculta al Ministro de Fomento para dictar las dis-
posiciones necesarias para la ejecución de la presente
Ley.



BOE núm. 274 Viernes 15 noviembre 2002 40133

Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 14 de noviembre de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

22190 ORDEN APA/2870/2002, de 11 de noviem-
bre, por la que se crea y regula el Consejo
Español de Vitivinicultura.

La actual regulación del sector vitivinícola se encuen-
tra recogida, sustancialmente, en la Ley 25/1970, de
2 de diciembre, Estatuto de la Viña, del Vino y de los
Alcoholes, y en su Reglamento de desarrollo, aprobado
por el Decreto 835/1972, de 23 de marzo. No obstante,
esta regulación ha sido modificada sustancialmente por
la normativa comunitaria, cuya norma básica en este
sector es el Reglamento (CE) número 1493/1999 del
Consejo de 17 de mayo de 1999, por el que se establece
la organización común del mercado vitivinícola.

Asimismo, la distribución competencial resultante del
actual Estado de las Autonomías, en el que las Comu-
nidades Autónomas han asumido competencias exclu-
sivas en materia de Agricultura y Denominaciones de
Origen, supone un nuevo planteamiento de las relaciones
entre las distintas Administraciones públicas.

En la actualidad, se está elaborando un anteproyecto
de Ley, que, con el carácter de normativa básica, sus-
tituya al ya obsoleto Estatuto de la Viña, el Vino y los
Alcoholes. No obstante, la necesidad de contar con un
órgano de asesoramiento y coordinación de las Admi-
nistraciones Públicas y de los sectores involucrados en
una materia de la importancia económica como es la
vitivinicultura, que, según estadísticas fiables, ponen de
manifiesto que España es el tercer país productor de
vino, con una exportación cada año de unos diez millones
y medio de hectolitros de vinos y mostos y a pesar de
ello con grandes excedentes, aconsejan, a instancias del
propio sector, crear el Consejo Español de Vitivinicultura,
sin dilatarlo hasta la aprobación de la futura Ley de la
Viña y el Vino.

En el procedimiento de elaboración de la presente
Orden han sido consultadas las Comunidades Autóno-
mas y los sectores afectados.

En su virtud, previa aprobación del Ministro de Admi-
nistraciones Públicas, dispongo:

Artículo 1. Consejo Español de Vitivinicultura.

1. Se crea, adscrito al Ministerio de Agricultura, Pes-
ca y Alimentación, el Consejo Español de Vitivinicultura,
que tendrá carácter consultivo.

Artículo 2. Composición.

El Consejo Español de Vitivinicultura estará integrado:
1. Por la Administración General del Estado:
a) El Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación,

que actuará de Presidente.
b) El Subsecretario del Ministerio de Agricultura,

Pesca y Alimentación, que actuará de Vicepresidente.
c) El Secretario general de Agricultura.
d) El Director general de Alimentación.
e) El Director general de Agricultura.
f) El Secretario general técnico del Ministerio de

Agricultura, Pesca y Alimentación.
g) El Subdirector general de Denominaciones de

Calidad y Relaciones Interprofesionales y Contractuales,
de la Dirección General de Alimentación, que actuará
de Secretario del Consejo.

h) El Subdirector general de Vitivinicultura, de la
Dirección General de Agricultura.

i) Un representante del Instituto Español de Comer-
cio Exterior.

2. Las Comunidades Autónomas podrán designar
un representante por cada una de ellas.

3. Por las organizaciones económicas y sociales que
operan en el sector vitivinícola:

a) Cuatro representantes designados por las orga-
nizaciones agrarias más representativas.

b) Tres representantes de los Consejos Reguladores
de Denominaciones de Origen.

c) Seis representantes de las organizaciones y aso-
ciaciones relacionadas con la transformación y comer-
cialización vitivinícola.

Artículo 3. Funciones del Consejo Español de Vitivini-
cultura.

Serán funciones del Consejo Español de Vitivinicul-
tura:

a) Asesorar, informar y dictaminar, cuando así se
le solicite, sobre cualquier disposición legal o reglamen-
taria que afecte directamente a la vitivinicultura espa-
ñola, así como formular propuestas en este ámbito.

b) Informar los planes estratégicos de actuación y
la Memoria Anual Sectorial

c) Informar a las Mesas Sectoriales.
d) Proponer las actuaciones necesarias para la pro-

moción y el fomento de la vitivinicultura, realizando los
estudios precisos al efecto.

e) Proponer las reformas administrativas que sean
necesarias para la mejora del sector vitivinícola.

f) Las demás que puedan atribuir las disposiciones
vigentes.

Artículo 4. Régimen de funcionamiento.

1. El Consejo Español de Vitivinicultura se reunirá
con carácter ordinario al menos una vez al semestre.
El Presidente podrá convocar en sesión extraordinaria,
a iniciativa propia o a petición de al menos un tercio
de sus miembros.

2. Para la valida constitución del Consejo será nece-
saria la presencia de, al menos, la mitad más uno de
sus miembros, más el Presidente o persona que le sus-
tituya.

Disposición adicional primera. Normativa supletoria.

En todo lo no previsto en la presente Orden, será
de aplicación la regulación sobre órganos colegiados
establecida en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.


